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Lo estoy viendo, como si fuera hoy. Había una densa expectativa
nacional. El gran salón de este Capitolio lucía el brülo de sus
mejores galas. Nunca antes —en su existencia casi centenaria— ese
testigo de glorias y sufrimientos de la patria había sido teatro de un
acontecimiento de trascendencia igual. Desde su cielo elíptico, lo
cubría el óleo en que Tovar y Tovar perennizó la batalla decisiva de
nuestra Independencia, rasgado todavía por la metralla del 1° de
enero de 1958. Pedro Camejo, el Negro Primero de la epopeya
inolvidable, pintado en el momento de expirar, se preguntaba si
—¡por fin!— se le daría plena justificación en el acontecer
venezolano a su inmolación heroica. El cuadro documental de Juan
Lovera con la firma de la Declaración de Independencia estaba allí y
ponía ante nosotros la mirada escrutadora de los proceres de la
Primera República, pendientes de que se lograra anudar para
siempre el hilo de la historia con los principios que ellos
proclamaron.

Lleno estaba el Salón Elíptico con la representación más calificada
del espectro político. De esa representación son muestra aquí los
ilustres venezolanos que por voluntad del Congreso nos honran
especialmente en esta ceremonia: Gonzalo Barrios, quien tuvo parte
decisiva como jefe de la fracción parlamentaria de la mayoría, Luis
Beltrán Prieto F., Jóvito Villalba, Arturo Uslar Pietri, Godofredo
González, Ramón Escovar Salom, Jesús Paría, Orlando Tovar, Hens
Silva Torres, Edecio La Riva Araujo, Guillermo García Ponce,
Elpidio La Riva Mata, Octavio Lepage, Gonzalo García Bustillos y
José Guillermo Andueza. También nos' acompañan en espíritu Raúl
Leoni, Ambrosio Oropeza, Martín Pérez Guevara, Gustavo Ma-
chado y Elbano Provenzali Heredia, quienes nos precedieron en el
viaje hacia la eternidad.



El Presidente del Senado, Raúl Leoni, y quien aquí habla,
Presidente de la Cámara de Diputados, copresidentes de la Comisión
Redactara, entregamos el texto de la Constitución, salida de las
entrañas de la nacionalidad, sancionada por el Congreso y las
Legislaturas electos por el pueblo, funcionando como cuerpo
constituyente. La Providencia o el destino —creo en la Providen-
cia— permitió que ocupáramos después, en los dos sucesivos
períodos, la Presidencia de la República.

Iniciamos la suscripción del documento, que fue quedando
acreditado con las firmas responsables de quienes integraban un
amplio consenso nacional. Esas firmas abarcan todas las corrientes
políticas y son el mejor aval del texto, Por cierto, entre ellas estaba
la de un Diputado por el Estado Táchira, Arístides Calvani, cuya
trágica desaparición hace hoy cinco días, con su esposa y dos hijas,
ha constituido un verdadero y emocionado duelo nacional.

El Presidente Betancourt, proclamando su fe en los destinos de
Venezuela, suscribió luego la Constitución, con sus manos
quemadas por el atentado reaccionario; con las mismas manos
suspendería las garantías por considerarlo indispensable para
contener la violencia revolucionaria. Esas manos quemadas eran, en
cierto modo, símbolo del acontecer venezolano...

Quisimos realizar el acto en el Salón Elíptico para imprimirle toda la
significación del momento. Quisimos hacerlo el 23 de enero, para
solemnizar en el calendario de efemérides oficiales, con la entrada
en vigencia de la Constitución, aquella fecha en que el pueblo unido
recuperó la libertad. Presenciaban el acto distinguidos compatriotas
participantes en las jornadas que condujeron a la iniciación de la
etapa democrática, de los cuales algunos han venido hoy a
acompañarnos por invitación especial de la Comisión Delegada. La
suspensión de garantías fue traumática, ¿por qué negarlo? Pero el
sistema probó su capacidad de funcionar. Habían pasado ya tres
años desde 1958 y varias veces el régimen democrático había estado
al borde del naufragio.

El sistema ha funcionado y funciona. Con todas sus imperfecciones
y a pesar de todos los obstáculos. Lo prueban la seguridad y el
respeto que brinda a los mismos que lo vituperan. Su base no es otra
que la libertad, de la que dijera Andrés Eloy Blanco: La libertad,
más fuerte que los hombres (Canto a los hijos, cuento de salud y
libertad). La libertad, que no se estima bien cuando se tiene y se



menosprecia a veces al usarla pero se valora más cuando se pierde,
fue el aliento de nuestras acciones.

Se hab logrado una realidad que muchos insignes compatriotas "Parece un
anhelaron, sin alcanzarla; por la que muchos ilustres hombres y sueño"
mujeres lucharon, sufrieron y murieron. Esta vez no estábamos
dispuestos a verla sucumbir.

"Parece un sueño" fueron las primeras palabras que dije al regresar
del exilio en enero de 1958. "Parece un sueño" es el pensamiento
que viene a mi cerebro en esta conmemoración de hoy. El sistema
ha funcionado y funciona. La democracia ha pasado la prueba.
Otras, quizás más duras, podrán venir en lo adelante; pero la
democracia es ya del pueblo, es de todos nosotros y no vamos a
dejarla perecer.

Veinticinco años son un instante apenas en la vida de un pueblo. A
veces, ese instante es capaz de imprimir un destino, de marcar una
fisonomía, torcer o enderezar el curso de la historia y señalar un
rumbo. Once años duró sólo —desde el 19 de abril de 1810 hasta el
24 de junio de 1821— el proceso de nuestra Independencia: un
instante, pero ese instante, el más glorioso de nuestra accidentada
existencia, bastó para definir la identidad nacional, para dignificar
el gentilicio en el concierto de las naciones, para comprometer a las
futuras generaciones a alcanzar el puesto de primogenitura a que
nos obligan las hazañas de los héroes. En cuanto a estos últimos
veinticinco años, ellos han abierto el camino para hacer de
Venezuela una comunidad de hombres de libre voluntad.

En 115 años, desde la consolidación de la República hasta 1945, sólo
durante menos de 8, ejercieron el poder Presidentes civiles: 13
meses José María Vargas, 9 el Vicepresidente Andrés Narvarte, 13
Manuel Felipe de Tovar, menos de 4 el Vicepresidente Gual, 2 años
Rojas Paúl y dos años Andueza Palacio. El frustrado intento
continuista de éste dio al traste con el último ensayo civilista del
siglo XIX, que muchas ilusiones había creado. Los intelectuales y
patriotas que en su juventud habían combatido el despotismo
ilustrado del General Guzmán, terminaron respaldando la autocra-
cia del General Gómez, a quien uno de los más brillantes entre ellos
llegó a calificar como "hombre fuerte y bueno".

Cierto que, dentro de esa sucesión castrense, algunos Generales
Presidentes mostraron tolerancia en el ejercicio del gobierno. El



segundo período de Páez ha sido considerado por algunos
historiadores como el mejor de la pasada centuria; un espíritu
liberal ha sido reconocido en José Gregorio Monagas, Juan
Crisóstomo Falcón y Joaquín Crespo; Carlos Soublette es señalado
como ejemplo de condescendencia, que quizás inspiró en muchos
aspectos al General López Contreras; el general Medina tuvo una
manera de ser cordial y amplia.

Pero el camino parecía muy largo. El mito de Sísifo nos asechaba
siempre. La Sociología pesimista sostenía la permanente exigencia

• de un "gendarme necesario". El "Ilustre Americano" comparaba a
Venezuela con un cuero seco, un cuero de res mal trabajado, que
cuando se pisaba por un lado se levantaba por el otro. Era común la
afirmación de que nuestro pueblo levantisco sólo podía ser
gobernado bajo la bota de un tirano.

"El 18 de octubre pasó algo", repetía en las mesas redondas que
manteníamos los dirigentes de oposición en 1947, el destacado líder
Jóvito Villalba. En efecto, después del pronunciamiento de 1945 se
sacudieron los estratos populares y se intentó avanzar a zancadas
tras de numerosos y a veces contradictorios objetivos. Pero el
sentimiento desbordó la razón, y el "odio político", que según ese
testigo de excepción de nuestra infancia republicana que fue Cecilio
Acosta tuvo la culpa de nuestras pasadas desventuras, abrió la
puerta por donde se infiltraron viejas mañas, sustituyendo con la
fuerza usurpada el principio del poder que se había pretendido
colocar en los hombros del pueblo, 28 meses de una Junta
Revolucionaria cívico-militar y 9 de régimen constitucional presi-
dido por el ilustre escritor y maestro Rómulo Gallegos, desemboca-
ron en nueve largos años de gobierno autocrático, cuya progresión,
en vez de tender, como inicialmente se anunció, hacia la
recuperación de las instituciones, se fue por los despeñaderos de la
arbitrariedad y la soberbia.

Esa amarga experiencia condujo al gran encuentro nacional que
hizo eclosión el 23 de enero de 1958. La diaria reflexión, en el exilio,
en la cárcel o ante la persecución incesante de los agentes del
despotismo, fraguó el consenso plasmado en la Constitución del 23
de enero de 1961.

La Constitución y La Constitución es la expresión más noble del sistema. Su entrada
la Democracia en vigencia marcó el inicio formal del Estado de Derecho. Ha

cumplido un papel esencial en la fortaleza de nuestra democracia,



en los mismos momentos en que se derrumbaban las libertades
públicas en países hermanos, de más larga y sólida tradición que el
nuestro. Analistas políticos admiten que el llamado "Pacto de
Punto Fijo", celebrado entre los mayores partidos y mantenido
hasta el final del quinquenio (lo que constituye por su duración un
caso único de patriótico entendimiento entre adversarios, en toda
nuestra historia) dio a la democracia naciente el indispensable
apoyo para consolidarse y para proyectarse en el tiempo: pero la
Constitución fue más allá del ámbito de Punto Fijo. Concurrieron a
su formación todas las fuerzas importantes, aun las no comprendi-
das dentro de aquel entendimiento de gobierno, y fue auspiciada
—excluidos únicamente los personeros de la dictadura— por la
totalidad de las corrientes actuantes dentro de la vida nacional. El
pluralismo que la caracteriza ha sido determinante en estos cinco
lustros.

La Carta Fundamental está inspirada por un generoso idealismo,
dentro de un positivo realismo. Concurrieron a su elaboración
apóstoles de nobles causas, gentes de estudio y maestros de doctrina
política, pero también luchadores forjados en el combate diario,
estadistas con experiencia de gobierno, militantes que supieron lo
que era hacer oposición hasta a gobernantes de facto que no tenían
límites en su prepotencia. El Preámbulo lo puede suscribir sin
reparo cualquier demócrata sincero, sin mengua de su ideología; al
mismo tiempo, la Constitución tiene en sí misma —así lo ha
demostrado—recursos para mantener la continuidad institucional y
llevar adelante la incesante renovación de cuadros y la transforma-
ción dinámica requeridas hoy con mayor urgencia que nunca por
este país en plena transición, necesitado de un empujón valiente.

Me toca señalar, sin abusar de mis oyentes, los aspectos que
considero relevantes de nuestro sistema t constitucional. Pero no
puedo omitir, antes, alguna breve consideración sobre el enjuicia-
miento que se hace con frecuencia contra el sistema político que
hace 28 años rige en nuestro país. El sistema ha funcionado, no sólo
con la conducción de los políticos, sino también de los dirigentes
sindicales y empresariales, de los jefes militares y de las dignidades
y ministros eclesiásticos, de los intelectuales y técnicos, y sobre
todo, de los medios de comunicación. El sistema ha funcionado y
funciona. Suicida sería desconocerlo.

El sistema ha funcionado y funciona. En uso de la libertad que la
Constitución propicia, se ha pretendido calificarlo de fracaso. Se le



han achacado todos los defectos y cargado todos los males de nuestra
situación. Si acaso se admite, con displicente condescendencia, el
que ha abierto puertas anchas a la libertad; pero más nada. Se le
tacha de incapaz para enfrentar las necesidades colectivas y se
considera como inherente al régimen la ineficacia en el gobierno. Se
le emplaza con una letanía masoquista, que parece añorar aquellos
regímenes despóticos que por más de cien años fueron vergüenza
nacional. Hasta se llega a sugerir que la corrupción es producto de la
democracia. A veces parecería insinuarse la posibilidad de "otras
fórmulas", en vista del fracaso de esta; olvidando que fuera de la
democracia no hay sino dictadura, de cualquier signo que ésta sea.

Debo admitir categóricamente, que muchas de las críticas están
justificadas y presumir en quienes las expresan el sincero deseo de
que se haga un gran esfuerzo para corregir los errores. Pero no
podría negar que algunas parecen reflejar cierto despecho, y otras
asoman la ilusión trasnochada de un nuevo despotismo, Por eso,
Betancourt se quejaba de los "añoradores" de la tiranía. Por eso
hablé, en una ocasión, de una conspiración satánica contra la
democracia. La frase dio lugar a la más prolongada serie de
comentarios de toda especie e intención en torno a una expresión
que tenía más de preocupación que de denuncia. Porque ni ha sido
mi intención defender a los demócratas ineptos, egoístas o
prevaricadores, ni condenar a quienes ejercitan con derecho la
crítica, por dura que ésta sea, sino alertar a las jóvenes generaciones
contra el espejismo que podría colocarse ante sus ojos por obra de
quienes todos los días sugieren que la democracia es mentira costosa
y falsa e infecunda la libertad.

Con entera convicción afirmo que la democracia puede y debe hacer
frente a la avalancha de las negaciones, comenzando por reconocer
sus defectos y fallas, pero además quiero observar que esa denuncia
descarnada es posible porque ella misma la propicia y que la única
perspectiva seria es trabajar y luchar por superar la situación dentro
de la propia democracia. Con razón se ha observado que uno de sus
atributos irrenunciables es la perfectibilidad.

No han sido Falso, que estos 28 años hayan sido negativos para Venezuela.
negativos Cinco millones de estudiantes en las aulas (una décima parte de

ellos en el nivel superior) son índice del gran impulso de la
democracia venezolana a la educación. Este es un hecho incontesta-
ble, lo que no nos impide compartir las penetrantes críticas que
.fundamentalmente se hacen a nuestro sistema educativo.
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En la construcción de viviendas por el sector público, la etapa
democrática multiplicó 18 veces el total existente para 1958. No hay
por qué silenciar que la dictadura construyó en sus últimos años
bloques de vivienda —aunque la falta de planificación social ha
dado origen a continuos problemas— pero los gobiernos democráti-
cos han construido muchísimas habitaciones más. Siempre he
tenido a orgullo mi empeño en los programas de vivienda popular,
que llegaron a las cifras más altas, superando obstáculos, en el
quinquenio que tuve la honra de presidir. Por supuesto, la
ordenación territorial ha cambiado en forma impresionante. Para el
año en que fue promulgada la Constitución había dos millones de
personas viviendo en ciudades de más de cien mil habitantes; para
1981 pasaban de seis millones y medio, a saber, cerca de la mitad de
la población del país. Esto supone una demanda acelerada de
vivienda y servicios, y la acción para atender esa demanda no ha
logrado alcanzarla. El reto que este hecho plantea a la dirigencia
nacional es uno de los que supone mayor decisión y eficiencia para
superarlo.

No es cierto que este proceso de urbanización haya arruinado a la
agricultura. Está comprobado que la participación de ésta en el
P.T.B. ha aumentado considerablemente y que el valor de la
producción agropecuaria, a precios constantes, ha subido más de
cuatro veces. La reforma agraria ha dado acceso a la tierra a más de
doscientas mil familias, sin que la producción decayera, sino
incrementándola sustancialmente. Numerosos centros poblados han
sido creados, lo que no había ocurrido en forma sistemática después
de la Colonia. Una nueva clase campesina disfruta en ellos de una
mejor calidad de vida, con vialidad, vivienda,- agua potable,
escuelas, puestos de salud y campos deportivos, aunque en esto
también hay mucho por hacer.

Es oportuno renovar aquí la observación de que este programa,
regido por la Ley de 1960, contribuyó a que las guerrillas no
encontraran respaldo en el medio rural. Y con la eliminación del
Reglamento especial para el Trabajo Agrícola llegó al campo la
aplicación plena de la Ley del Trabajo.

La democracia le entró con ganas a la industrialización, comenzando
por la sustitución de importaciones. El producto del sector
secundario (industria, incluyendo refinación del petróleo, construc-
ción, agua y energía eléctrica) se multiplicó varias veces; y según se
recoge en un libro r /cíente, documental y crítico, "más de un 80%
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No vamos a
ocultar sus
defectos

de las plantas industriales existentes en el país para 1979 fueron
creadas después de 1960". (Moisés Naim, El Caso Venezuela.
IESA, 1984, p. 154).

Todo esto ha hecho que la participación porcentual del petróleo en el
P.T.B. haya disminuido, a pesar del aumento del valor de mercado
de crudos y productos en la última década; aunque persiste su peso
aplastante en nuestra balanza exterior. A propósito de los
hidrocarburos, no es posible ignorar la política nacionalista de los
gobiernos democráticos. La dictadura vendió reservas internaciona-
les; la democracia negó el otorgamiento de nuevas concesiones,
defendió los precios, co-fundó la OPEP, que tiene el deber de
defender el derecho de los pueblos productores de materias primas
a no ponerse de rodillas, y la hizo un instrumento poderoso, creó la
Corporación Venezolana del Petróleo, inició la flota petrolera
venezolana, abordó el cambio de patrones de refinación, se adentró
en la investigación tecnológica y desarrolló una acción progresiva
que culminó en la nacionalización del gas natural y del petróleo.

Durante la etapa democrática se ha triplicado la red vial. Son de la
democracia los grandes puentes sobre el Lago de Maracaibo, el
Orinoco, el Apure, el Caroní, el río limón. En autopistas, vías
expresas y avenidas interurbanas se ha construido más de mil
kilómetros. ¿Y el Metro de Caracas? Si fuese obra de la Dictadura,
estarían algunos repitiendo a diario que era prueba de la
superioridad de aquel régimen sobre la Democracia.

Ciudad Guayana, una de las principales y más ricas metrópolis de
nuestro país, es en gran parte obra de los gobiernos democráticos.
Sin negar la iniciación de la construcción de Puerto Ordaz y los
primeros pasos para aprovechar la energía hidráulica del Caroní y
para sacar acero del hierro de Guayana dados por el régimen
anterior, podemos proclamar como mérito valioso de estos
veintiocho años, las inmensas realizaciones logradas en aquel polo
de desarrollo, resultado de un esfuerzo de continuidad loable y de
nacionalismo positivo.

Pero estamos conscientes de que el cuadro tiene matices oscuros. La
defensa de la democracia no puede sustentarse en la ocultación de
sus defectos. El consumismo engendrado por la riqueza fácil; la
fronda burocrática, hipertrofiada como un paliativo para la
demanda de empleo; la corrupción, que era mal inveterado de las
tiranías y que confiábamos eliminar con el simple establecimiento
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de un régimen de libertad, deterioran la imagen de la democracia y
amenazan su supervivencia. Se señala también —y con razón-—• la
excesiva partidización del país nacional; aunque no se puede
desconocer el mérito de los partidos —reconocidas por la
Constitución en el capítulo de los derechos políticos-—• en la
conquista y mantenimiento de las libertades, y además, en el
impulso inicial para la creación de los sindicatos y otras
organizaciones intermedias y para la formación de líderes de las
demás actividades sociales, sobre lo cual no había experiencia en los
sistemas anteriores.

Estos aspectos negativos, y seguramente muchos otros, constituyen
un reto que tenemos que aceptar para ser dignos de la
responsabilidad de dirigir el pueblo venezolano. Este reto nos
demanda coraje y fe; aquel mismo coraje y aquella misma fe que
sirvieron para enfrentar la tiranía y conquistar la libertad y el
respeto a los derechos humanos.

En esa lucha debe servirnos de guía y apoyo la Constitución. Sería
ingenuo y absurdo pensar que la nueva democracia a la que
Venezuela aspira, la nueva democracia que Venezuela reclama,
puede construirse al margen de la Constitución o cambiando la
Constitución. Durante el siglo de la vergüenza nacional, cada
gobierno se adornaba con una o varias Constituciones. Era un lugar
común la triste frase de un Presidente, de que "la Constitución sirve
para todo". ¡En los 27 años de la más larga dictadura se promulgaron
7 Constituciones, amén de varios estatutos provisorios! En la nueva
etapa democrática aspiramos a la perdurabilidad de la Constitución.
Ella traza grandes objetivos para ésta y futuras generaciones. En vez
de decir que el modelo político está agotado,•"debemos aceptar que el
modelo político de la Constitución no se ha realizado todavía
plenamente y es tarea de los años venideros su realización integral.

No se ha planteado en estos veinticinco años ningún debate sobré
los valores proclamados por ella. La inspira un nacionalismo sano y
vigoroso; la nutre el postulado de la solidaridad social; la orienta la
convicción de que el ser humano vale más que los otros activos
sociales y de que la producción y distribución de la riqueza deben
encuadrarse en los parámetros de la justicia social; la alienta un
amplio espíritu de igualdad; la fortalece la conciencia del rol
histórico de la patria, 'inspirada por Bolívar, afirmada sobre su
propia dignidad, dispuesta a la colaboración con los otros países para
la integración latinoamericana, la consolidación de la democracia y
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Constitución
escrita y
Constitución real

de la paz, el respeto a la autodeterminación de los pueblos y la
garantía de los derechos humanos. ¿Que ha habido violaciones? No
vamos a negarlo: cada vez que se producen sublevan nuestro
sentido de justicia; pero la misma Carta echa las bases para
erradicarlas.

La Constitución contiene preceptos de naturaleza programática,
cuyo cumplimiento inmediato y total no podía imponer y en torno
de los cuales se ha reprochado su imperfecta ejecución. Así, cuando
proclamó el derecho al trabajo, no podía garantizar a todos, de una
vez, un trabajo seguro, sino comprometer al Estado a procurar que
toda persona apta pueda obtener colocación. Que este compromiso
se haya ejecutado satisfactoriamente, no podría atreverme a
afirmarlo: lo que sí afirmo es que la lucha contra la desocupación es
uno de los aspectos más importantes de la acción que la comunidad
nacional reclama a los gobernantes presentes y futuros.

La parte orgánica de la Constitución tomó en cuenta la realidad
nacional. Se propuso superar la antinomia que los historiadores
señalaban entre las Constituciones escritas y la Constitución real,
común en la América Latina. Ha buscado armonizar el absorbente
poder de la Administración central con los legítimos reclamos de un
federalismo ajustado a las condiciones actuales, y recuperar el
Municipio, perdido en los años de atraso nacional, teniendo en
cuenta las diferencias trascendentales entre este país de nuestro
tiempo y aquel otro país, despoblado y rural, al que en sus orígenes
correspondía la institución municipal.

La Constitución tuvo que reconocer que la historia y las condiciones
del país exigen fortaleza en la jefatura del Estado, a la vez que
imponen al Presidente la grave responsabilidad de dirigir los
cuadros administrativos y hacer cumplir los planes y las órdenes.
Por eso es presidencialista; pero, al mismo tiempo, puso frente al
Ejecutivo una suma de controles, la más poderosa que el Derecho
Constitucional venezolano haya conocido jamás. Contiene previsio-
nes para hacer del Congreso, no sólo un cuerpo legislativo eficiente,
sino un organismo de control efectivo. Y puso las bases para una
Administración de Justicia capaz de ser garantía verdadera de los
derechos de los ciudadanos, dique de contención contra los abusos
del poder y preventivo contra el deterioro de las instituciones.

Puedo hablar con experiencia de tales controles, porque ellos, en
virtud del sistema de representación proporcional, son más estrictos
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cuando el Jefe de Estado no cuenta con una mayoría absoluta que lo
apoye sistemáticamente. El ejercicio apropiado de las atribuciones
constitucionales me permitió, teniendo el respaldo de sólo una
minoría en el Parlamento, cumplir la promesa solemne que hice de
que en mis manos no se perdería la República.

La experiencia ha dado la razón a muchas de nuestras previsiones.
Así, el bicameralismo demostró su conveniencia cuando el régimen
sufrió dura prueba en los años finales del primer quinquenio
constitucional. Al pasar la Cámara de Diputados a ser dirigida por
una oposición muy recia, algunos de cuyos integrantes no pudieron
eludir la influencia de sectores vinculados a la violencia revolucio-
naria, el mantenimiento de la mayoría en el Senado evitó el riesgo
de que no se pudiera mantener la continuidad constitucional.

En cuanto al proceso de pacificación, la atribución del Presidente de
la República de conceder indultos, que no está sujeta a límites ni a
revisión por las otras ramas del Poder Público, fue un instrumento
ágil, convenientemente administrado, en la conquista del gran
objetivo de la paz, que naciones hermanas han buscado afanosa-
mente sin lograrlo.

El constituyente optó por alargar a dos períodos la tradicional no
reelección, que las Constituciones anteriores (salvo las gomecistas y
la monaguera de 1857, que permitían la reelección indefinida)
limitaban a un solo período, como lo hacen otros países latinoameri-
canos. La Constitución del 61 abrió la puerta al relevo generacional,
facilitando la llegada al poder de políticos de otras generaciones. Las
consecuencias para el país de este hecho serán, sin duda, materia de
análisis para futuros historiadores.

En el funcionamiento de nuestra democracia se han señalado fallas
de orden institucional que no han llegado a superarse. No es culpa
de la Constitución. En todo caso, el sistema de enmiendas permite
hacer las modificaciones que se consideren necesarias, sin
desquiciar la Carta. A mi entender, donde más se han sentido las
fallas del sistema es en la administración de justicia, en la
administración municipal y en el régimen orgánico de los Estados.
Respecto a la justicia, contamos, en verdad, con muchos funciona-
rios capaces y correctos; pero la población resiente la lentitud
procesal (contra la cual se están tomando recientemente medidas
como la adopción de un nuevo Código de Procedimiento Civil, la
transformación de los Juzgados de Instrucción en Juzgados de

No se ha realizado
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Primera Instancia y la oferta de ion nuevo Código de Procedimiento
Penal), el costo de las actuaciones, que hace difícil ventilar sus
derechos a quienes carecen de recursos, la prevaricación de algunos
magistrados y la sombra de parcialidad que se difunde a veces sobre
sectores de esta rama del Poder. En cuanto a la administración
municipal, salvo excepciones honrosas, las comunidades están
insatisfechas, aunque la Constitución trajo consigo el primer
esfuerzo serio para vitalizar la institución municipal, y la
democracia ha dado estímulo al fenómeno novedoso de* las
asociaciones de vecinos. En lo relativo a las legislaturas estadales,
hay un inocultable clamor que ha hecho reactivar la opinión
planteada por algunos durante la elaboración de la Carta, de que
debían eliminarse. Su costo ha subido desmesuradamente y su
rendimiento ha sido inversamente proporcional. Sigo creyendo en la
necesidad de mantenerlas, porque la entidad federal llamada Estado
es una realidad, cuya representación no se satisface por una
periódica asamblea de municipalidades; pero el asunto reclama
estudio a fondo, para poner coto al dispendio, darles mayores
responsabilidades y requerirles más trabajo.

El desarrollo regional es anhelo cada vez más patente. La
Constitución no lo define formalmente, pero no contiene nada que lo
obstaculice. Es preciso tomar en cuenta esta materia en futuras
enmiendas. Regionalización y autonomías son necesarias para
fortalecer la representatividad y aumentar la participación demo-
crática: pero hay que estar vigilantes ante su utilización como
fertilizantes para la fronda burocrática.

Los grandes cambios que Venezuela requiere se enmarcan
plenamente dentro de la Constitución. Ante la Comisión Presiden-
cial creada para estudiar la Reforma del Estado han ido desfilando
los que tienen algo que decir: sólo en muy contadas ocasiones han
sugerido cambios que impliquen enmienda constitucional. Ideas
existen sobre lo que se debe hacer y hay notorias coincidencias
entre los opinantes: imperativo ahora es poner voluntad. para
realizarlas.

Lo que se está planteando es, pues, que el proyecto político, social y
económico contenido en la Constitución se realice en forma más
completa. Por ejemplo: la adopción de un nuevo sistema electoral
que dé a los electores mayor libertad para escoger, la elección
popular y directa de los Gobernadores estadales, la cabal ordenación
del amparo y del babeas corpus, no suponen enmendar la Carta,
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sino dictar leyes, en cuya elaboración está en mora el órgano
legislativo.

Dos enmiendas se han aprobado ya, sin generar inconvenientes. Si
se ha de pensar en unas nuevas para cubrir otros aspectos, como el
de los derechos políticos de los venezolanos por naturalización, o la
constitucionalización de la región como entidad intermedia entre la
República y los Estados, o la adopción del referendum, o la
exigencia de una mayoría calificada para la elección de los
magistrados de la Corte Suprema, el Fiscal General y el Contralor, a
fin de inspirar mayor confianza en su imparcialidad, o la posible
extensión del período a seis años con una elección intermedia, o la
adopción de una segunda vuelta para la elección presidencial, o la
extensión de la no reelección, o la mayor determinación de la
naturaleza y funciones del Consejo de la Judicatura, o la más
correcta precisión de la norma que permite al Congreso otorgar
facultades extraordinarias al Presidente de la República, la propia
Carta abre un camino fácil de recorrer si es que hay una verdadera
convicción en su necesidad y se celebra un acuerdo político para
realizarlas.

Pero insisto en que lo urgente es renovar las instituciones a través
de las leyes y también aplicar un nuevo concepto administrativo y
gerencial en el manejo del Estado. La República de Venezuela es un
Estado de Derecho, democrático y social; además, —y ello es muy
importante— es un Estado de Servicio. Cambiar la mentalidad del
funcionario, para que se sienta servidor y no amo, y garantizar
efectivamente al ciudadano el funcionamiento satisfactorio de los
servicios públicos, es una necesidad prioritaria, mucho más que las
que a veces rellenan, a través de declaraciones de políticos, las
columnas de la prensa y los programas audiovisuales de opinión.

Creo necesario llamar la atención, en esta oportunidad de las bodas
de plata de la Constitución, acerca del régimen económico. Parece
olvidarse con frecuencia, o prestarse muy pequeña atención, al
hecho de que la Constitución tiene una doctrina económica. Diseña
principios muy aptos para la búsqueda de un modelo propio y
efectivo de desarrollo.

Tomás Enrique Carrillo Batalla, en un denso estudio sobre el
sistema económico constitucional venezolano observa que "el
encuadramiento de la estructura económica es uno que consagra la
propiedad privada y la producción capitalista, pero a la vez la Umita,
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económica de la
Constitución

17



la restringe y la somete a obligaciones... que configuran un marco de
disposiciones de economía dirigida o economía privada interve-
nida". Usa este autor, en su análisis, la expresión "economía social
dirigida", y en una de sus conclusiones afirma: "la Constitución
dibuja unas normas bastante flexibles, que permiten cobijarse bajo
su vigencia al sistema económico que se crea más conveniente
impulsar, desde el capitalista poco, o en los hechos no intervenido,
hasta un socialismo evolutivo. Conforme a esas normas puede
implantar un Estado positivo, uno de seguridad social o uno de
bienestar social o uno que conduzca al socialismo sin violar la
Constitución". (Estudios sobre la Constitución, Lábro-Homenaje a
Rafael Caldera, U.C.V., 1979, pp. 901-1117).

Por su parte, nuestro recordado José Antonio Mayobre expuso sobre
el sistema económico de la Constitución lo siguiente: "Si nos
atenemos al régimen jurídico de la propiedad es más fácil definirlo
como de 'economía mixta1, en el sentido de que coexisten la
propiedad del Estado y la privada nacional y extranjera, sometidas
éstas, y en mayor grado la última, a determinadas restricciones. Si
tomamos además en cuenta la reserva para el Estado de las
actividades básicas y las amplias facultades de regulación y
planificación de que goza con las finalidades de promoción del
'bienestar general', de la 'participación equitativa de todos en el
disfrute de la riqueza' y del 'desarrollo de la economía al servicio del
hombre', el sistema diseñado por la Carta Magna es de un contenido
de fuerte carácter social, dentro de un régimen de demo-
cracia representativa y con la garantía y el reconocimiento de la
propiedad privada y de la iniciativa privada. No faltará quien se
sienta inclinado a calificarlo de socialista. La aplicación del término
'socialista' no está exenta de peligros, por la variedad de in-
interpretaciones a que está sujeto... Sin duda, es dentro de la
corriente 'social' o 'socialista' predominante en el mundo denomi-
nado 'occidental' donde mejor cabe ubicar la orientación de
la Carta de 1961, con las variantes de que somos un país en
desarrollo, con problemas nacionales y con niveles de producción y
cultura distintos y propios, pero con la característica especial de que
los principios económicos y sociales se han elevado en nuestro caso
del nivel de programas de partidos o de gobiernos a la categoría
superior de normas constitucionales", (Obra citada, pp. 1119-1138).

La libertad económica y la iniciativa privada forman, sin duda,
parte del esqueleto de la Constitución, pero no es que ésta admita
una libertad irrestricta o anárquica. La intervención del Estado se
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funda en principios y normas diáfanos. La Constitución prohibe los
monopolios; la Constitución rechaza el latifundismo; la Constitución
asegura en poder del Estado los recursos naturales y una industria
básica pesada como elementos nutricios de la actividad económica.
La Constitución ordena el justo pago de los bienes expropiados, pero
consagra también el pago diferido en casos de reforma agraria,
reforma urbana y otros "que por graves razones de interés nacional
determine la ley". Cuando al dictar una conferencia en la
Universidad de Córdoba, República Argentina, en 1961, expuse que
la norma de expropiar con pago diferido abría la posibilidad de
expropiar hasta las concesiones petroleras sin. pago previo de la
indemnización, provoqué gran sorpresa. Pero, efectivamente, de no
haber acatado las trasnacionales la expropiación dispuesta con pago
diferido por la Ley de Nacionalización, habríamos tenido suficiente
base constitucional para imponerla.

Soy de quienes han sostenido que los 25 años de la Constitución
serían propicios para restablecer las garantías económicas. No
auspicio con ello un régimen de laissez faire. Restablecer las
garantías económicas no es dar rienda suelta al abuso: es fortalecer
la seguridad jurídica. En estos 25 años se han dictado ya leyes que
protegen al consumidor, que dan al Poder Público la facultad de
regular precios y salarios, que otorgan al sector público amplias
atribuciones en cuanto al sistema financiero, que invisten al
gobierno de un extenso poder en materia aduanera y en cuanto al
comercio exterior, que establecen parámetros para el ordenamiento
territorial y urbano, la venta de terrenos urbanizables, el
arrendamiento de viviendas, etc. Todo ello seguirá en pie cuando las
garantías se restituyan, y si por alguna circunstancia se demostrara
indispensable dictar de nuevo alguna norma de excepción, no
habría inconveniente para ello. Por otra parte, la Constitución
establece la obligación de consultar a los sectores económicos
privados, a la población consumidora, a las organizaciones
sindicales, los colegios de profesionales y las universidades, en los
asuntos que interesan a la vida económica. Lo que es evidente, es
que los excesos cometidos en una intervención innecesaria y el
asfixiante abuso de la permisería reclaman un, ejercicio más
moderado y eficiente de los poderes del Estado.

Pocos sistemas constitucionales en el mundo abren tan extensa La gobernabilidad
posibilidad al pluralismo como el nuestro. En cuanto a la democracia de la democracia
de participación, es un camino que se está iniciando y ante el cual se
despejan horizontes cada vez más extendidos. A diario se observa la
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presencia de los diversos sectores sociales en la discusión, el análisis
y hasta cierto punto la resolución de las cuestiones que el Gobierno
debe definir y que interesan a la colectividad. Las autoridades
difícilmente podrían llegar hasta desafiar abiertamente la voluntad
nacional. En esto nos alejamos cada vez más de la concepción clásica
de los liberales ingleses y norteamericanos del siglo XVIII y del
propio Montesquieu, cuya democracia representativa consideraba
esencial solamente el acto de elección, a través del cual el pueblo
delegaba el poder en el gobierno; y tachaban como "una forma de
corrupción" la de que "cada uno quiere ser igual a los que él mismo
eligió para que le mandaran. El pueblo entonces —dice El Espíritu
de las Leyes— no pudiendo ya sufrir ni aun el poder que él se ha
dado, quiere hacerlo todo por sí mismo, deliberar por el Senado,
ejecutar por los magistrados, invadir todas las funciones y despojar
a todos los jueces. Desaparece la virtud de la República. El pueblo
quiere hacer lo que es incumbencia de los magistrados: ya no los
respeta". (Libro VIII, capítulo II). Nuestra convicción, por lo
contrario, es la de que mientras más vinculemos al pueblo a las
diarias decisiones del poder, más poderosa será la democracia.

No hay duda, por otra parte, de que la alternación en el poder,
iniciada a partir de las elecciones de 1968, ha contribuido a
fortalecer en el ánimo público la imagen de la democracia
venezolana. Pero debemos admitir que hay una insatisfacción
creciente. El sistema democrático no sólo permite, sino fomenta el
continuo debatir, que suele manifestarse en el recíproco desconoci-
miento de lo que los partidos contendores representan y hacen. Pero
es preciso reconocer que muchas de las críticas, aunque duelan por
ásperas y sean a veces injustas por exageradas y generalizadoras,
arrancan de un punto de partida verdadero.

El país está reclamando una renovación audaz, dinámica, decidida y
valiente. Se impone la necesidad inaplazable de concretar cuál es el
nuevo modelo de desarrollo que debemos aplicar, para enfrentar el
desempleo, para erradicar la marginalidad. Esto no es fácil, ni puede
lograrse con paños calientes. Hay que llegar al fondo mismo de las
causas y adoptar las soluciones necesarias. Ni la Constitución lo
impide, ni la democracia lo excluye. Al contrario, lo exigen.

Está de actualidad el problema de la "gobernabüidad de la
democracia". He seguido con interés en diversas jornadas los
planteamientos al respecto, que para algunos se remontan a las
intrincadas regiones de la filosofía y para otros encallan en los
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acantilados de la realidad social. Para mí el planteamiento
reproduce, al hablar de democracia y gobierno, la cuestión
fundamental de libertad y autoridad. La democracia se nutre de
libertad, el gobierno se sustancia en la autoridad: lograr el armónico
funcionamiento de la autoridad con respecto a la libertad, y la
defensa de la libertad sin mengua de la autoridad y sin vacilar en el
respaldo a la seguridad personal, es el raigal problema que
enfrentamos y el que con mayor gravedad encuentran las nuevas
democracias surgidas en América Latina sobre las ruinas de los
regímenes autocráticos.

No estamos satisfechos. Nos duele Venezuela, Nos duelen los Nos duele
marginados y los desempleados. Nos duelen los valores jóvenes que Venezuela
no se utilizan y los que se pierden por el consumismo, las drogas o
las prédicas del interés materialista o del pesimismo nacional. Pero
no tenemos nostalgia del pasado. Venezuela no puede tener
nostalgia de un pasado que la abochornó después de los días
gloriosos de la Gesta Heroica. El sistema democrático ha funcionado;
pero debe funcionar mejor. Quienes hemos contribuido en alguna
medida a su establecimiento, tenemos la obligación de luchar, y de
invitar a las generaciones jóvenes a compartir esta lucha solidaria,
para que el régimen que se inspira en la libertad, en la justicia
social, en la dignidad de la persona humana y en el bienestar
general, no sé hunda por efecto de la incapacidad ni se carcoma por
el pesimismo.

Gritemos a pleno pulmón nuestra fe democrática. Reconozcamos
con valiente humildad la deuda contraída con el pueblo por todo lo
que no hemos hecho a su servicio y por los errores cometidos.
Proclamemos con inmenso coraje la recuperación de la fuerza moral
que no nos hizo vacilar cuando hubo que enfrentar la tiranía. El
mejor aumento de la democracia es la conducta recta, es la
conciencia ética. Luchemos por reconquistarla. Combatamos contra
la corrupción como lo hicimos contra la dictadura. Reclamemos a
troche y moche la autenticidad. El país todo —y en especial los
jóvenes— sienten hambre de autenticidad.

Tenemos conciencia de la obra cumplida. Pero sabemos que no
basta. Debemos ratificar nuestra permanente disposición de abrirle
paso a nuevas promociones, pero al mismo tiempo debemos
señalarles el camino del deber austero e inculcarles la disposición al
sacrificio. Un pueblo bueno y generoso está cansado de sufrir
esperando la plena realización de las promesas. Hay que entusias-
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mar a la juventud por las grandes .empresas. Hay que trazar más
ambiciosos horizontes; hay que emprender más arriesgadas
marchas; estamos obligados todos, los que empezamos antes y los
que se preparan ahora, a hacer definitivamente de nuestra amada
Venezuela un país moderno, emprendedor y justo. Y no olvidemos
que la libertad hay que volverla a ganar todos los días. ¡Pero cuando
se pierde, se pierde por un largo tiempo!

Digamos con el Libertador: "Mientras haya algo qué hacer, nada
hemos hecho". Lo que hicieron los proceres y lo que modestamente
hayamos podido hacer nosotros es causa obligante para reempren-
der el camino con renovadas energías. Decía José Martí: "Si de algo
serví antes de ahora, ya no me acuerdo, lo que quiero es servir
más". Servir es entregarse, con generosidad; servir es estimular a
los demás a cumplir, dispuestos a-reconocer sus acciones; servir es
impulsar la marcha incesante y la renovación constante de las
generaciones. Aunemos el esfuerzo de todos, sin discriminaciones
de lugar y tiempo, para recorrer con paso firme el segundo cuarto de
siglo de la Constitución de la República.
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